SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°19
                                                        RADICACIÓN: 660012204000020160007400
ACCIONANTE: INGRID SORAYA JIMÉNEZ M.  
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                                           PEREIRA-RISARALDA 

[image: image1.png]


                                               RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de junio de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 520
                                                   Hora: 7:30 a.m.
1.- VISTOS

De conformidad con lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal en decisión de mayo 19 de 2016, por medio del cual decretó la nulidad de la presente actuación, a partir del auto en el que se asumió el conocimiento de la acción, procede esta Corporación a decidir de nuevo la acción de tutela instaurada por la Dra. INGRID SORAYA JIMÉNEZ MÍGUEZ contra la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, trabajo en condiciones dignas, debido proceso administrativo, estabilidad y unidad familiar, entre otros.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta la accionante se puede concretar así:
2.1.- Fue vinculada a la Fiscalía General de la Nación como fiscal delegada ante los Jueces Penales Municipales desde mayo 14 de 2001, cargo del cual fue retirada en marzo 12 de 2010, y reintegrada al mismo en octubre 04 de 2013 en el municipio de Melgar (Tol.), en donde laboró hasta diciembre 08 de 2015, toda vez que fue trasladada a CAVIF de la ciudad de Ibagué (Tol.) donde se encuentra trabajando actualmente. 
2.2.- Hizo solicitud de traslado para la ciudad de Pereira en junio de 2015 en atención al delicado estado de salud de su madre, persona de avanzada edad que se vería favorecida con el clima de esta capital debido a que presenta EPOC pulmonar, y en consideración a que su esposo por razón de sus actividades laborales se encuentra radicado en esta capital.
2.3.- Sobre dicha solicitud recibió el aval de la Directora Seccional del Tolima, del Director Seccional de Risaralda, y obtuvo el visto bueno del Director Nacional de Fiscalías, y debido a que no tenía noticia sobre su requerimiento, presentó derecho de petición en febrero 12 de 2016, del cual no ha recibido respuesta hasta el momento.

2.4.- Mediante Resolución 00253 de febrero 16 de 2016 la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión otorgó traslado recíproco tanto para ella como para la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR, funcionaria de Pereira, hacia la ciudad de Ibagué. En la Resolución N° 029 de febrero 24 de 2016 la Subdirectora Seccional de Fiscalías y Seguridad Ciudadana de Pereira la nombró a partir de esa fecha como Fiscal 42 Local de Pereira, razón por la que realizó todos los trámites necesarios para desplazarse de manera definitiva a esta ciudad, e incluso hizo entrega del cargo.
2.5.- La citada Dra. SÁNCHEZ TOVAR, titular del despacho para el cual se concedió su traslado, una vez se enteró sobre el mismo interpuso acción de tutela debido a que no estaba de acuerdo con esa determinación, toda vez que se encuentra radicada en Pereira junto con su familia desde hace 23 años. El amparo fue fallado en forma favorable a los intereses de la actora por parte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia de marzo 10 de 2016, decisión en la que se dejó sin efectos la citada Resolución 253, y se dispuso que las funcionarias involucradas en el citado traslado retornaran a los cargos que ocupaban antes de presentarse esa situación administrativa. La Fiscalía General de la Nación le dio cumplimiento a lo ordenado por medio de la Resolución 00473 de marzo 15 de 2016.
2.6.- En la mencionada decisión de tutela también se previno a la accionada para que en forma previa a efectuar un traslado tuviera en consideración adoptar una medida proporcional y eficaz, de acuerdo con la situación particular y familiar de quien resulte afectado con el mismo, lo cual no se cumplió en su caso.
2.7.- Si bien cuenta con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en su criterio no es un mecanismo idóneo para amparar de manera inmediata y eficaz sus garantías constitucionales, en consecuencia solicita que las mismas sean protegidas y se ordene a la accionada modificar la Resolución 00253 de febrero 16 de 2016, en el sentido de que su traslado sea concedido para un cargo de los que se encuentran actualmente vacantes en esta ciudad. Así mismo, que se pronuncie sobre el derecho de petición elevado por ella desde febrero 12 de 2016.
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- La Directora Jurídica de la Fiscalía General de la Nación indicó que en el caso concreto debe negarse el amparo invocado por falta de vulneración de los derechos fundamentales de la accionante, ya que esa entidad adoptó la decisión de suspender los efectos de la Resolución 253 de 2016 que ordenaba el traslado recíproco, y posteriormente dejarla sin efecto mediante la Resolución N° 473 de marzo 15 de 2016, en cumplimiento de una orden judicial proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia de marzo 10 de 2016, determinación que debía ser acatada por esa entidad.

La citada Resolución 253 se profirió con apego a lo establecido en la Ley 270/96 y en los Decretos Leyes 016, 018 y 021 de 2014 que rigen lo relativo a los traslados y reubicaciones en la Fiscalía General de la Nación, por cuanto dicho acto se expidió: (i) por las necesidades del servicio tanto en la Subdirección Seccional de Fiscalías y Seguridad Ciudadana de Tolima como de Risaralda; (ii) por un funcionario competente que es la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión, por delegación expresa conferida en la Resolución N° 0-787 de abril 09 de 2014; y (iii) le fue notificado a la señora SÁNCHEZ TOVAR conforme lo establece la ley.

La forma adecuada de garantizar los derechos de las funcionarias involucradas en esa decisión, y cubrir las necesidades del servicio es la de restituir las cosas a su estado inicial.

La determinación de suspensión del citado traslado y consecuente retorno a los cargos de origen de las citadas servidoras no amenazan la unidad familiar de la accionante porque no implica una separación de su núcleo familiar o una desestabilización o disgregación del mismo, ya que ella ostentó el cargo de Fiscal Delegada ante los Jueces Promiscuos Municipales del Tolima por más de dos años, sin que en algún momento pusiera de presente que la separación física con su esposo implicaría una afectación de esa garantía fundamental. No existe ninguna prueba de que en efecto en la actualidad se encuentre residenciada en la ciudad de Pereira junto a su esposo. No es posible tampoco predicar la consolidación de una unidad familiar, ni hablar de consolidación familiar porque la Resolución 029 que dispuso su nombramiento en el cargo de Fiscal 42 Local de Pereira se expidió escasamente hace un mes.
De igual forma, no se puede inferir que esa determinación ponga en riesgo grave la integridad, salud o vida de su progenitora, quien es sujeto de especial protección, por cuanto ella ha recibido los tratamientos médicos pertinentes durante por los menos los dos últimos años en el departamento del Tolima.
El fallo de tutela proferido por el Tribunal Contencioso de Risaralda fue impugnado por esa entidad mediante escrito de marzo 14 de 2016, y aún no ha sido resuelta la segunda instancia, decisión que deberá ser compatible con la proferida en este proceso.

De acuerdo con lo anterior, solicita negar las pretensiones invocadas en el amparo constitucional.
3.2.- La Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOBAR, quien fue vinculada a esta acción de acuerdo con lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal en decisión de mayo 19 de 2016, manifestó:

En la providencia de marzo 10 de 2016, la Sala Segunda de Decisión del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda amparó la unidad familiar, y en especial los derechos fundamentales de su hijo menor de edad, CAMILO KENGUAN SÁNCHEZ, y dejó sin efecto la Resolución 00253 de febrero 16 de 2016 expedida por la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía. Dicha determinación fue impugnada por la Fiscalía General de la Nación, y está a la espera de que se profiera la decisión definitiva por parte del Consejo de Estado.
En ningún momento solicitó traslado alguno, no obstante en dicho acto administrativo se efectuó un traslado recíproco, el cual no tiene fundamento porque no fue pedido por las dos funcionarias involucradas en él, sino únicamente por INGRID SORAYA JIMÉNEZ MÍGUEZ con varios meses de antelación. Esa decisión fue incluso sorpresiva para el Director Seccional y la Subdirectora Seccional de Fiscalías de Risaralda, con mayor razón, cuando existen dos vacantes, y si bien a nivel central aseguran que no es así, tiene conocimiento que en la actualidad hay fiscales en encargo, y por ello la petición de traslado pudo concederse para uno de esos cargos.
Labora en Pereira desde hace 22 años, 6 de ellos como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales Municipales y Promiscuos, inscrita en el Registro Único de Carrera de la Fiscalía General de la Nación según Resolución 0112 de octubre 27 de 2010, razón por la que tiene su residencia en esta ciudad, en un inmueble que es de su propiedad. Adicionalmente, sus hijos Camilo y Santiago Kenguan Sánchez, de 14 y 23 años, respectivamente, dependen económica y afectivamente de ella, y el primero, estudia grado 9º en un colegio de esta ciudad, y cambiar de institución educativa lo afectaría a nivel emocional, y le causaría un retraso injustificado para su aprendizaje.
De igual forma, su traslado a otra ciudad afectaría su salud, ya que actualmente se encuentra pendiente de cirugías del túnel del carpo en ambas manos, tratamiento que tiene iniciado desde hace más de un año, y cuya enfermedad se encuentra en estudio para calificación. Además está en control con ginecólogo oncólogo desde hace varios meses y están pendientes órdenes de ultrasonografía pélvica ginecológica transvaginal, así como varios exámenes de laboratorio, los cuales ya habían sido realizados y se ordenaron nuevamente para ver la evolución de la patología -miomatosis uterina subserora-, entonces en Ibagué tendría que iniciar tratamientos con otros médicos, o pagar gastos para desplazarse a Pereira, sumado al tiempo requerido para ello.
En su criterio, tal como lo determinó el Tribunal Administrativo, si bien INGRID SORAYA tiene derecho a solicitar su traslado a esta capital, la efectividad de esa garantía, no puede redundar en desmedro de los derechos fundamentales de otras personas, en este caso los suyos y los de su familia, sino que ha debido implementarse mediante medidas justas, proporcionales y eficaces por parte de la Fiscalía General de la Nación.
3.3.- La accionante presentó escrito en el que reitera los argumentos y pretensiones expuestos en la demanda de tutela, y solicita que se adopte una decisión de fondo sobre lo pedido por ella, sin esperar lo resuelto por el Consejo de Estado, lo cual de acuerdo a su interpretación fue lo expresado por la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, en el auto mediante el cual decretó la nulidad de la actuación para que se procediera a la vinculación de la señora CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOBAR. 
3.4.- Las demás dependencias de la Fiscalía que fueron vinculadas al presente trámite no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si es procedente adoptar una decisión de fondo con relación a la situación expuesta por la actora, en atención a que ya fue proferida decisión en segunda instancia por parte del H. Consejo de Estado, dentro de la acción de tutela adelantada con fundamento en los mismos hechos que dieron origen a esta demanda.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las manifestaciones realizadas por la accionante, se extrae que su solicitud fue direccionada básicamente a que por esta vía se ordene la modificación de la Resolución N° 253 de febrero 16 de 2016 expedida por la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, en la cual se ordenó el traslado recíproco de ella y de la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR, en la condición de fiscales delegadas ante los Jueces Municipales; la primera de la Subdirección Seccional de Fiscalías de Seguridad Ciudadana de Tolima a la misma dependencia en esta ciudad, y la segunda de la Subdirección Seccional de Fiscalías de Seguridad Ciudadana de Risaralda a la del Tolima.
En ese sentido se tiene que la Resolución respecto de la cual se pide la modificación fue dejada sin efectos mediante sentencia de tutela emitida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda de marzo 10 de 2016, con ocasión de la acción constitucional promovida por la Dra. CONSUELO DOLORES SÁNCHEZ TOVAR contra la Fiscalía General de la Nación -trámite al que fue vinculada la aquí accionante-, y precisamente dicha determinación fue la que motivó la presente demanda de tutela, puesto que antes de ello la aquí accionante se mostró de acuerdo con el citado traslado recíproco, y no había manifestado ninguna inconformidad al respecto; incluso, según afirmó, realizó todos los trámites necesarios para desplazarse de manera definitiva a esta ciudad, e hizo entrega del cargo que desempeñaba en Ibagué (Tol.).

En la actualidad se tuvo conocimiento por parte de esta Corporación, de acuerdo con la información que registra en la página web de la Rama Judicial en link de consulta de procesos, que el pasado 08 de junio fue resuelto el recurso de apelación que contra ese fallo había interpuesto la entidad accionada, decisión
 a la que tuvo acceso esta Colegiatura al descargarla en el enlace respectivo, y allí se constata que en la misma se revocó lo ordenado por la primera instancia y se determinó que el amparo impetrado era improcedente.
De acuerdo con lo anterior, fácil se advierte que actualmente la Resolución N° 253 de febrero 16 de 2016 expedida por la Directora Nacional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación recobró su vigencia; por tanto, la situación que advertía la aquí accionante como vulneradora de sus derechos ha desaparecido en atención a que la sentencia de segundo nivel adoptada dentro del proceso de la referencia fue favorable a sus intereses, y así es porque revivió los efectos del acto administrativo que concedió el traslado solicitado por ella.

De ese modo, es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación no requiere ahondar en el tema ya que es notorio que al encontrarse incólume los efectos de la citada Resolución 253, la vulneración de las garantías constitucionales que pudieron verse afectadas en criterio de la tutelante con la determinación inicialmente proferida en sede de tutela, actualmente no se presenta, y  por ello no es necesario tampoco pronunciarse acerca de la solicitud de modificación del referido acto administrativo, en cuanto los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados
. 
En conclusión, como quiera que la situación que dio origen a esta demanda constitucional actualmente ya no se presenta, se negará el amparo constitucional impetrado. 

Ahora, en lo tocante a la falta de respuesta al derecho de petición que elevó la actora ante el Fiscal General de la Nación para solicitar su traslado y/o ascenso, observa el Tribunal que si bien no hubo un pronunciamiento expreso, al concederse el traslado requerido por medio de la resolución a la que se ha hecho referencia, se dio una contestación tácita a lo pedido por la funcionaria JIMÉNEZ MÍGUEZ, esto es, nada diferente a que se efectuara el ascenso y/o el traslado, y por ello se concluye que no se incurrió en la vulneración de ese derecho fundamental.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la ciudadana INGRID SORAYA JIMÉNEZ MÍGUEZ, por cuanto se configuró un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
�Sentencia de junio 8 de 2016 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta, radicación N° 66001233300020160012601. 


� Al respecto se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:
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